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VALORES Y PRINCIPIOS 
FUNDAMENTALES 
EN EL DERECHO CONSTITUCIONAL 
DE LA POSGUERRA* 
}{erbertScha~eck 
l. PROPÓSITO 
Para tratar de los valores y principios del Derecho Consti-
tucional de la posguerra es necesario afrontar estas dos cuestiones: 
de una parte, el sentido del orden que los hombres tienen; de otra, 
el desarrollo político y las necesidades jurídicas que caracterizan al 
Estado de una cierta época: en nuestro caso, la que sigue al año 
1945. 
Mi exposición se articulará con arreglo a los siguientes conte-
nidos temáticos: 
Primeramente, el concepto de la Constitución y las funciones 
que ésta cumple. 
En segundo lugar, y sin pretensión alguna de exhaustividad, los 
juicios axiológicos y las disposiciones estructurales contenidos en 
el Derecho Constitucional de algunos países europeos seleccio-
nados a título de ejemplo. 
* Ponencia presentada al Coloquio Internacional "Derecho natural y 
derechos del hombre en los albores del siglo XXI", Roma, enero de 1991, bajo 
el título: "Grundwerte und Grundprinzipien im Verfassungsrecht der 
Nachkriegszeit". Traducci6n del alemán por José Zafra. 
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Finalmente, la consideración de algunas tendencias propias de la 
realidad constitucional europea que, justamente en estos comienzos 
de la última década de un siglo que ha tenido que hacer fructificar 
la herencia del anterior, deben hacernos pensar muy seriamente. 
11. NATURALEZA y FUNCIONES DE LA CONSTITUCIÓN 
1. Generalidades 
Denominamos Constitución al ordenamiento normativo funda-
mental de un Estado. Como tal, es para éste la base de su total 
ordenamiento jurídico. Con su teoría de la estructura escalonada 
del ordenamiento jurídico, mi maestro Adolf Merkl, a quien el año 
pasado recordábamos con motivo de cumplirse el centenario de su 
nacimiento, puso de manifiesto que dicho ordenamiento, consi-
derado en su totalidad, está compuesto por una multitud de 
disposiciones jurídicas de tipos diferentes. En el comienzo está la 
ley constitucional; sigue la ley ordinaria, y tras ésta vienen 
reglamentos, resoluciones administrativas, sentencias judiciales y 
actos de ejecución forzosa: todo lo cual está ordenado jerárquica-
mente en un conjunto de interconexiones y relaciones de depen-
dencia. Dicha imagen graduada del ordenamiento nos muestra que 
todo acto jurídico de un órgano del Estado, sea cual sea dicho 
órgano, consiste en una forma u otra de concretización de la 
Constitución. Todos los órganos de un Estado, y con ellos todos 
los meros componentes de éste, se encuentran sometidos por igual 
al peso de la Constitución; de tal manera que ésta se manifiesta 
como la base, no solamente del hacer público, sino asimismo de la 
vida privada. Con sus disposiciones de rango máximo, viene a 
trazar la Constitución el campo jurídico de un Estado, y aun 
diríamos que su cultura jurídica. 
De igual manera que la cultura, es el Derecho una realidad en 
evolución. En cada ser humano individual se va formando, al igual 
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que la conciencia de sí mismo, un sentido del orden que lo lleva a 
esperar del Estado una atención hacia los deseos personales de 
cada uno y juntamente hacia las aspiraciones organizadas de la 
Sociedad. En una democracia de carácter pluralista estas aspira-
ciones sociales aparecen organizadas de dos modos: por una parte, 
mediante los partidos políticos en función de unas posiciones 
doctrinales o ideológicas; de otra parte, por grupos de intereses 
profesionales -típicamente económicos- o sociales: p. ej., organi-
zaciones de empresarios industriales y sindicatos de obreros y 
empleados. A la luz de esta realidad, debe el Estado constitucional 
de nuestro tiempo actuar también al servicio del progreso cultural, 
el crecimiento económico y la seguridad social. 
Lo anterior es tanto como decir que la Constitución tiene como 
misión servir al bien común. Según el tiempo y el lugar, puede 
variar la forma en que se conciba en cada Estado esta función tan 
patente en la actualidad. Bien es verdad que dicho designio de 
servir al bien común es propiamente un objetivo ideal, que los 
Estados particulares perseguirán en grados diferentes. 
Considerando los contenidos de las Constituciones concretas, 
vemos cómo con ellas se procura representar a las diferentes 
fuerzas políticas del respectivo país y al mismo tiempo integrarlas 
para la cimentación del poder del Estado. Todas ellas han de dar su 
propia respuesta a los objetivos y fines de la acción del Estado y, 
en un tiempo como éste, que se caracteriza por una creciente 
responsabilidad social, proporcionar las bases para que el Estado 
pueda obrar ayudando y mejorando las cosas. 
2. Ante todo, prestar seguridad 
Tales funciones de representación, integración, respuesta idónea 
y rectificación son ejercidas variamente, a tenor de la particular 
evolución política, por la Constitución respectiva de cada Estado. 
Ahora bien, sea cualquiera la forma en que las repetidas funciones 
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vengan a ser cumplidas, todas ellas habrán siempre de contribuir a 
la efectividad de este postulado: que la función primordial de 
cualquier Constitución consiste en establecer y preservar un orden 
en el Estado, es decir, en asegurar el orden y la continuidad. Como 
bien dijo John Locke, el Estado -ese "dios mortal", como lo 
llamara Hobbes- únicamente merece le sea tributada obediencia en 
cuanto sepa cumplir con su deber de protección. Deber de 
obediencia del ciudadano y deber de protección del Estado son dos 
cosas estrictamente correlativas. 
De ahí que el valor y el significado de una Constitución para el 
Estado dependan esencialmente de la medida en que aquélla sea 
capaz de garantizar el orden y la continuidad. Y no menos se 
espera de toda Constitución que tenga una eficacia duradera. Esto 
depende a su vez del grado en que los componentes del pueblo y 
los órganos estatales, como destinatarios de las normas y concre-
tizadores de las mismas respectivamente, se hallen dispuestos a 
acatar la Constitución y secundarla. Sin este acatamiento hacia la 
Constitución y el Derecho en general, cualquier sistema político y 
cualquier Constitución pueden venirse abajo. Tal es precisamente 
lo que ha ocurrido en estos meses últimos en los países comunistas 
de la Europa del Este. 
3. Regulación y motivación según un cuerpo de valores 
Es propio de todo Derecho Constitucional ejercer una acción, no 
solamente normativa, sino a la vez motivadora. Lo segundo 
presupone una expresión de ideas de valor y la existencia de una 
mentalidad conforme a éstas. Por tal motivo, y con independencia 
de cuál sea su contenido particular, toda Constitución da testimonio 
de una postura espiritual respecto a los valores que rigen en el 
campo jurídico: ya sea una postura de neutralidad, como en el caso 
de la Constitución federal austríaca de 1920, o una postura de 
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orientación axiológica, como en el de la Ley Fundamental de Bonn 
de 1949, que invoca el orden prepositivo del Derecho Natural. 
Cuanto más amplio sea el consenso que, en un Estado demo-
crático de Sociedad pluralista, exista en cuanto a un reconocimiento 
de valores, tanto más rica será la función que respecto a la esta-
bilidad y la continuidad pueda cumplir la respectiva Constitución. 
Diríamos incluso que es de esencia de cualquier Constitución el 
descansar sobre un cuerpo de valores permanentes, que definan su 
entidad particular y que, por virtud del procedimiento cualificado 
para la adopción de disposiciones constitucionales, se encuentren a 
resguardo de las cambiantes mayorías. Me refiero especialmente a 
los derechos fundamentales y las disposiciones relativas a la forma 
del Estado. 
Conforme al precedente del modelo constitucional norteame-
ricano, con su división en un bill o declaration ofrights y unframe 
of government, se van a articular las Constituciones básicamente 
en dos partes: derechos fundamentales, y disposiciones orgánicas. 
Al combinarse la inercia del optimismo racionalista de Descartes 
con la simbiosis entre liberalismo y democratismo, nacerán Cons-
tituciones numerosas en los siglos XIX y XX. Algunas de ellas 
proyectan su eficacia hasta el presente. En ciertos casos, una 
Constitución de nuevo cuño incorpora a su contenido algunos 
elementos de otra anterior. Así, p. ej., la Ley Constitucional 
Federal de Austria de 1920 adoptó la declaración de derechos de la 
Constitución de Diciembre de 1867 como parte integrante del 
Derecho político de la República, proyectando así hasta nuestros 
días -a una distancia ya de más de cien años- la vigencia de 
aquellas disposiciones. Pero otras veces el nuevo Derecho Cons-
titucional rompe deliberadamente con el que regía hasta el 
momento, según se advierte, p. ej., en el caso de la Constitución 
italiana de 1947 por lo que se refiere a la sustitución de la forma de 
gobierno monárquica por la republicana. 
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4. Constitucion formal y material 
Se advierte por 10 anterior que la evolución constitucional es un 
reflejo del desenvolvimiento político y da como producto la 
codificación del Derecho Constitucional propia de cada caso. Y, a 
propósito de dicha evolución constitucional, es conveniente no 
perder de vista que la Constitución formal no siempre se acomoda 
a la material: porque a menudo hay aspectos importantes de la vida 
pública que no están regulados por el texto de la Constitución, sino 
ordenados por vía de consenso marginal en la dinámica de esa vida 
pública y sin que se vulnere el Derecho Constitucional escrito. Son 
claro ejemplo de ello, en el marco de un Estado federal, los usos de 
cooperación entre altos titulares respectivos del poder público de 
los Liinder, sea ello en el plano de la legislación, el de los 
Gobiernos, el de la política regional o el de las relaciones entre 
zonas vecinas, de que es buen exponente desde hace mucho tiempo 
la Mancomunidad de los Alpes Adriáticos. 
También se ha de mencionar, como una práctica marginal 
respecto a la Constitución pero no en pugna con ella, la formación 
de ligas entre partidos políticos o grupos de intereses con el fin de 
influir sobre las actuaciones y decisiones de los órganos del 
Estado. Tal es el caso de las comisiones de partidos en coalición, o 
el de los comités mixtos integrados por representantes de las 
grandes corporaciones económicas y sociales. En tanto en cuanto 
tales entidades se limitan a ejercer actividades de asesoramiento, 
sin entrar en decisiones, son compatibles con la Constitución: 
porque, lejos de suplantar en sus responsabilidades al Gobierno y 
al Parlamento, les facilitan el trabajo con informes y recomen-
daciones. Así 10 vemos, p. ej., en Austria. 
y no podemos olvidar las peculiares relaciones que, en los 
países antes comunistas de la Europa del Este, se daban entre los 
aparatos respectivos del Estado y del Partido. Los altos dirigentes 
u órganos colegiados de éste adoptaban decisiones capaces de 
ejercer fuerza legal sustituyendo en su función a las leyes o a los 
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actos administrativos del Estado. Tal era el consabido "centralismo 
democrático" de aquellos países comunistas, que adoptaban con 
patente pleonasmo el apelativo de "democracia popular". Había en 
ellos un sistema constitucional de impregnación ideológica, en que 
la Constitución jurídica y la política se entreveraban. 
Muy otra situación constitucional es la de un país como Gran 
Bretaña, donde no existe documento constitucional que, como 
texto legal único, contenga la suma de las disposiciones jurídicas 
pertinentes. En el orden político británico, las normas funda-
mentales del Estado nunca han sido formuladas completas y en un 
acto, antes bien se han ido configurando gradu,:!lmente como un 
sistema bajo formas escritas y no escritas en una tradición de 
siglos. Aquéllas que no constan por escrito pertenecen a un 
Derecho consuetudinario (common law) que los jueces, con sus 
interpretaciones, han ido preservando y perfeccionando. Aunque 
muchos elementos de la Constitución británica hayan venido a 
convertirse en un Derecho legislado (statute law) que reemplaza al 
common law, subsisten todavía importantes principios constitu-
cionales que proceden de éste último: así, la soberanía del 
Parlamento y prerrogativas de la Corona tales como el nombra-
miento de los ministros, la estipulación de tratados internacionales, 
" la declaración de guerra, el derecho de gracia y la concesión de 
títulos nobiliarios. 
III. PANORAMA DE LAS CONSTITUCIONES EUROPEAS 
1. La Constitución y el esplritu del tiempo 
En el Derecho Constitucional aparece reflejada la evolución 
política de un pueblo organizado como Estado. Con él se ofrece 
el testimonio de una postura ante la Historia, que redunda en 
adopción o en desdén hacia las propias tradiciones. Además, en 
ciertos casos, se añade un especial talante de respuesta a los 
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problemas de la época presente y, con ello, unas expectativas de 
futuro. 
Pero dar un "sí" a la Historia no siempre condiciona por 
completo el contenido de la Constitución. Así en Austria, p. ej., y 
según 10 ya indicado, tras la Primera Guerra Mundial se recibieron 
de la época monárquica la mayoría de los derechos fundamentales, 
al tiempo que aquella forma de gobierno era sustituida por la 
republicana y se cambiaba la unitaria del Estado con descen-
tralización por la de tipo federal. 
Prueba clara de unas expectativas constitucionales coronadas 
por el éxito encontramos en la Ley Fundamental de la República 
Federal de Alemania, que ya en 1949 proclamaba en su preámbulo 
esa aspiración, hoy convertida en hecho desde 1990, a la unidad y 
la libertad de Alemania por un acto de autodeterminación. Y no 
menos son dignos de citarse los votos que en el mismo preámbulo 
de esa Ley Fundamental se hacían en relación con una Europa 
Unida y un estado de paz en el mundo de mañana. 
2. Disparidiui en los contenidos 
En cierto modo, podría una Constitución ser caracterizada como 
una instantánea jurídica con algunos efectos duraderos: porque 
positiviza un complejo de fuerzas políticas con sus particulares 
ideas respectivas de valor. Aunque en algunos ámbitos culturales 
como el europeo se aprecien determinadas coincidencias en cuanto 
a ideas de valor -como la democrática, los derechos funda-
mentales, el Estado de Derecho y el federalismo-, su plasmación 
constitucional será distinta de unos casos a otros. Y no cabe 
tampoco esperar una homogeneidad jurídica en razón de afmidades 
geopolíticas. Así, mientras España es una monarquía, Portugal 
tiene carácter de república; y en contraste con Hungría, que es un 
Estado unitario, los países checo y eslovaco constituyen un Estado 
federal. Si en la legislación constitucional austríaca no hallamos 
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expresados los conceptos de Estado de Derecho y Estado Social, 
ambos figuran en la Ley Fundamental alemana. Mientras la 
evolución política de algunos Estados sólo puede conocerse 
comparando sus diversos sistemas constitucionales históricos, hay 
otros que nos brindan una idea de la misma en su Constitución. Tal 
es el caso, p. ej., de Portugal. en cuyo texto legal básico se dice 
que "liberar a Portugal de la dictadura, la opresión y el colo-
nialismo ha representado una transformación revolucionaria y el 
comienzo de un viraje histórico en la Sociedad portuguesa". 
Junto a la data, es importante conocer en cada caso las ideas de 
valor propias de cada Estado y las tendencias de positivización que 
hubiera en él, porque así se explicarán las diversas formulaciones 
del Derecho Constitucional. Ya en el mero aspecto externo es esto 
perceptible por la diferencia entre las Constituciones que carecen de 
preámbulo y aquellas otras que comienzan con él: así, las de 
Alemania (1949), Francia (1958), Irlanda (1937), Portugal (1976) 
y España (1978). También es de notar el contraste entre unas y 
otras en razón de si poseen o no una declaración de derechos que 
sea suya original. No es éste el caso, según lo repetido, en el 
ordenamiento constitucional de Austria, cuya Ley Constitucional 
de 1920, hoy vigente con numerosas reformas, en lugar de dotarse 
de un catálogo propio de tales derechos asumió mediante una 
disposición final específica (art. 149) los del orden constitucional 
monárquico de 1867. Distinta es la actitud axiológica en Estados 
cuya Constitución tiene una original declaración de derechos. Es el 
caso de la Ley Fundamental alemana, en cuyo arto 1 Q se empieza 
proclamando intangible "la dignidad de la persona". Con una 
declaración de derechos comienzan igualmente la Constitución de 
Holanda (1983) y la de Portugal (1976). Otras, en cambio, se 
inician con disposiciones relativas a la forma del Estado y la de 
gobierno: así las de Bélgica (1831, modificada últimamente en 
1988), Dinamarca (1953), Francia (1958, modificada últimamente 
en 1976), Grecia (1975, en la redacción de 1986), Italia (1947, en 
la redacción de 1967), Austria (1920) y Polonia (1990). 
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También es importante llamar la atención sobre la circunstancia 
de que algunas Constituciones evoquen realidades trascendentes 
expresando una fe en Dios Creador. Vemos así que la Constitución 
griega de 1975 comienza con las palabras "En nombre de la Santa, 
Una e Indivisible Trinidad". Parecido es el caso de la Constitución 
irlandesa de 1937, en su redacción de 1987, que empieza de este 
modo: "En el nombre de la Santísima Trinidad, de quien procede 
todo poder ya quien, como nuestro fin último, se deben orientar 
todos los actos de los hombres y los Estados, nosotros, el pueblo 
de Irlanda, reconocemos humildemente todas nuestras obligaciones 
hacia nuestro divino Señor Jesucristo, -que a lo largo de los siglos 
ha asistido a nuestros padres en sus penalidades". 
Tanto el comienzo de un texto constitucional como la estruc-
turación del contenido son siempre exponentes de un cierto sentido 
de la responsabilidad política y reflejo de un espíritu del tiempo, 
por mucho que después vengan a introducirse reformas en aquél. 
Nos dan ejemplos muy notables de ello estas Constituciones que, 
en sus rasgos esenciales, son hijas todavía del siglo XIX: la belga 
de 1831, la luxemburguesa de 1868, la holandesa de 1815, la 
sueca de 1809 y la suiza de 1874. 
3. Dos fases en el constitucionalismo de la posguerra 
En.la época que sigue a la Segunda Guerra Mundial podemos 
distinguir a grandes rasgos dos oleadas de Constituciones. La 
inmediata posguerra alumbrará principalmente la francesa de 1946 
-que vendrá a ser reemplazada por la de 1958-, la italiana de 1947 
y la alemana de 1949. Al mediar la octava década del siglo se abre 
en el constitucionalismo europeo una nueva fase que en Grecia 
(1975), Portugal (1976) y España (1978) va a caracterizarse por 
estas dos particularidades: suponer la sustitución de unos regí,.. 
menes autoritarios por otros democráticos, y mostrar estos 
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cambios, como signo de progreso, un cariz no revolucionario 
sangriento. 
A semejanza de aquellas Constituciones que nacieron en seguida 
de la guerra con espíritu antifascista, éstas otras de los años 70 han 
significado la ruptura con una época autoritaria y aun en parte 
totalitaria. A este respecto, existe en ellas algo más que una mera 
reposición de las formas democráticas liberales, pues pretenden 
consolidar la democracia, el Estado de Derecho y sobre todo los 
derechos fundamentales, que en los tres países mencionados 
muestran su repertorio en la primera parte de la Constitución. Esas 
Constituciones se asemejan en esto a la Ley Fundamental alemana; 
pero la portuguesa y la española toman también ejemplo de ella al 
dedicar sendas secciones a los derechos sociales y los fines de 
gobierno. 
Mención aparte hemos de dedicar a las Constituciones que, en 
los diversos países comunistas del Este europeo, se implantaron 
tras la guerra conforme al modelo de la llamada staliniana de 1936. 
La conquista del poder por los comunistas se expresó inmediata-
mente en ellas como aniquilación de las precedentes Constituciones 
liberal-democráticas. Así hizo la búlgara de 1947 respecto a la de 
1879; la rumana de 1948 respecto a la de 1923; la checoeslovaca de 
1948 respecto a la de 1920; la húngara de 1949 que empalma con 
la ley de 1920/21, y las polacas de 1947 y 1952, calcadas de la 
soviética, frente a la de 1921. 
Es muy de resaltar, en el contexto de esas Constituciones 
europeas de la posguerra, el caso de la República Democrática 
Alemana. Aquí se estableció en 1949 una Constitución fundacional 
con fuerte influjo de la de Weimar, que sólo en 1968 cedería su 
puesto a otra plenamente acorde con las ideas comunistas. Pre-
tendía ésta segunda ser una Constitución-modelo para toda 
Alemania, partiendo de la idea de'dos Estados alemanes. Una vez 
reconstituida la nación, ambos Estados se unirían "sobre el 
fundamento de la democracia y el socialismo". Es llamativo a este 
respecto el hecho de que la reunificación alemana haya sido 
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preparada y realizada por órganos públicos que debían su 
legitimidad a esa Constitución. Fenómenos parecidos han tenido 
lugar en Polonia, Checoeslovaquia y Hungría, pues en ellos el 
paso desde la "democracia popular" a la democracia liberal se ha 
hecho desde la base de una Constitución comunista. 
En cuanto a las transmutaciones revolucionarias en Rumania, 
B ulgaria y Albania, no están todavía bien definidas. Por lo que se 
refiere a Yugoeslavia, sabemos que, desde 1921, este país era 
constitucionalmente un Estado monárquico, unitario y centralista. 
Desde 1946 tiene una nueva Constitución que lo define como 
Estado federal, republicano y socialista, tres caracteres básicos 
que habrán de mantenerse en el nuevo texto de 1974. Tras los 
últimos acontecimientos políticos, lo único seguro es que el Estado 
yugoeslavo anterior ha dejado de existir. 
4. Singularidad de las Constituciones comunistas 
Si hacemos inventario, podemos afirmar que aquellos países 
comunistas mostraban solamente un parecido de formas exteriores 
con las Constituciones democráticas de Occidente. Mientras en las 
democracias liberales de este ámbito la política era regida por la 
Constitución, y esto quiere decir por el Derecho, allí la vida 
jurídica estaba determinada por el principio de conveniencia 
política. No era la Constitución un instrumento al servicio de la 
libertad del individuo, sino un medio para informar sobre los 
criterios de organización del Estado. Si para los marxistas, según 
dijera Andrei Wychinski en la Enciclopedia Soviética, la libertad 
consiste en conocer las leyes de la necesidad económica, toda la 
vida pública y social de los países del Este se hallaba condicionada 
por factores de aparente necesidad económica. La Sociedad estaba 
empapada por el Estado, y éste a su vez cargado ideológicamente 
en sentido comunista. Existía un monopolio del Partido en cuanto a 
representación política y formación de opiniones y decisiones. En 
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su mayoría, los derechos fundamentales no eran derechos públicos 
subjetivos, sino derechos de clase; y el ejercicio de todos ellos 
estaba sujeto a límites inmanentes derivados del interés político. 
Derechos fundamentales y deberes fundamentales formaban una 
unidad. No existía en parte alguna un procedimiento específico 
para dar tutela a los primeros; y ello explica lo difícil que está 
siendo establecer en los países en cuesti6n jurisdicciones consti-
tucionales y administrativas. Se daba únicamente la posibilidad de 
recursos administrativos internos, aparte la funci6n que la Fiscalía 
del Estado, sujeta como estaba a las instrucciones del Ministerio 
de Justicia, tenía de velar por la legalidad en general. En suma, 
los derechos fundamentales eran más que nada un medio de 
propaganda. 
Si atendemos ahora a la organizaci6n del Estado, vemos que 
estaba regida por el principio de unidad de poder y el llamado 
centralismo democrático. Allí donde existía una estructura federal 
-Uni6n Soviética, Yugoeslavia y Checoeslovaquia- el Partido 
comunista era una fuerza integrativa con acci6n de unitarismo 
centralista; y por ello el federalismo comunista no implicaba 
verdadera divisi6n de poderes ni servía para ejercer control alguno. 
El aparato del Estado era instrumento al servicio del Partido y no 
de la persona. Esto era perceptible externamente por el hecho de 
que los dignatarios superiores del Estado lo eran al mismo tiempo 
del Partido. Aunque existían asambleas parlamentarias parecidas a 
las clásicas de Estados constitucionales, s610 les incumbía homo-
logar las decisiones adoptadas previamente por los 6rganos del 
Partido: Politbur6 y Comité Central. Para encontrar el verdadero 
centro orgánico del Estado, había que fijarse, no en el Parlamento, 
sino en el Gobierno, cuyos miembros eran en su inmensa mayoría 
dirigentes superiores del Partido y trabajaban, en todo caso, en 
estrecha uni6n con éste. Dicho en pocas palabras: el Estado era una 
pantalla para el ejercicio del poder por el Partido. 
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5. Caracterlsticas de /as constituciones liberal-democráticas 
Muy distintas estructuras estatales encontramos en las deno-
minadas democracias liberales de Occidente, a que están hoy 
acudiendo, como espejos y guías de orientación, esos países 
europeos que han abandonado el comunismo. Salvo el caso de 
Francia ~ue se rige por la Declaración de Derechos de 1789- y 
Gran Bretaña ~ue se atiene a diversos textos jurídicos sobre 
derechos concretos como la Magna Charta, la Ley de Habeas 
Corpus y el Bill o¡ Rights-, todos los textos constitucionales 
están aquí dotados de una propia tabla de derechos fundamentales. 
Pero en esta materia es necesario establecer diferencias según que 
los valores jurídicos fundamentales aparezcan tutelados bajo fonna 
de derechos públicos individuales o bien como disposiciones de 
organización, directrices programáticas o garantías institucionales; 
e igualmente según que los derechos constitucionales presenten el 
carácter de derechos de libertad, políticos, sociales o esos exis-
tenciales que tienen por objeto la protección del medio ambiente. 
Abundando en lo indicado con anterioridad, vemos que las 
Constituciones de Alemania Federal, Italia, Grecia, España y 
Portugal declaran como fin supremo del Estado la debida pro-
tección de la intangible dignidad del ser humano. De un modo más 
concreto, las tres últimas contienen una expresa interdicción de la 
tortura. Si es un dato común el reconocimiento de la triple libertad 
de religión, creencias y conciencia, en la Constitución española se 
dice de una forma taxativa que no existe en el Estado religión 
oficial. En la de Grecia se dedica una mención especial a la Iglesia 
ortodoxa, y otro tanto hace la italiana respecto a la católica. Si la 
Constitución irlandesa no se adhiere expresamente a ninguna 
religión, de ¡acto sí lo hace en cuanto que refleja la postura católica 
respecto a las cuestiones del divorcio, el aborto, las libertades de 
prensa y opinión, la escuela y la educación. 
Por lo que se refiere a los derechos económicos, bástenos 
indicar que se formulan de maneras diferentes las funciones 
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sociales de la propiedad, que sirven de premisas para las dispo-
siciones concernientes a la expropiación. Previsto en Austria este 
instituto ya en el texto de 1867, y aplicado por las leyes de 
nacionalización de 1946 y 1947, está siendo en nuestros días 
corregido parcialmente con medidas de reprivatización. 
A fin de preservar los derechos fundamentales, hay métodos 
diversos. Si unas veces son inmodificables en términos absolutos, 
en otras ocasiones hacen falta mayorías especiales para hacer 
alteraciones en el cuerpo de los mismos. Numerosos Estados 
-entre ellos Alemania, Italia, Polonia, Portugal, Austria y España-
cuentan con tribunales especiales de constitucionalidad que han de 
velar por ellos. 
Ciertos derechos fundamentales son susceptibles de una ulterior 
determinación legal en que se fijen excepciones; pero ello habrá de 
hacerse con sujeción al principio de reserva de ley, esto es, por el 
procedimiento de la ley parlamentaria formal. A esto se añade el 
requisito -conocido en Alemania y España- de que se deje intacto 
el contenido esencial de los derechos en cuestión. 
También declaran algunas Constituciones el derecho de resis-
tencia: así Alemania (art. 20), Grecia (art. 120) y Portugal (art. 
21), aparte el conocido arto 2 de la Declaración de Derechos 
francesa de 1789. Pero es dudosa la efica práctica de tales 
disposiciones. 
Por lo que atañe a los llamados derechos sociales, que figuran 
en textos constitucionales como los de Grecia, Italia, Luxemburgo, 
Holanda, Portugal y España, es de rigor atribuirles un carácter de 
obligaciones del Estado más que de pretensiones jurídicas indi-
viduales propiamente dichas. Entre tales derechos, y junto al 
relativo al trabajo, figuran los que tienen por objeto la atención a la 
salud, la vivienda, los bienes de la cultura y la conservación del 
medio ambiente. Mientras la Ley Fundamental de Alemania esta-
blece expresamente el principio del Estado Social de Derecho, 
Austria carece de esta definición, pero ello no obsta a que contenga 
numerosos derechos sociales que han sido establecidos por vía 
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legislativa ordinaria y constituyen una rica legislación laboral y 
social. 
Con los derechos fundamentales se asegura típicamente la 
posición jurídica del individuo en el Estado y se delimita la 
extensión del poder público, pues ellos constituyen restricciones 
para la voluntad del Estado. Ello es así porque tienen como 
cimiento la propia concepción orgánica del Estado, que se centra en 
la idea democrática; una idea, por cierto, que en países distanciados 
de ella largo tiempo, como Portugal y España, ha sido proclamada 
con énfasis. De otra parte, y siguiendo los precedentes de Italia y 
Alemania, Grecia, Austria, Portugal y España han otorgado en sus 
Constituciones una especial implantación jurídica a los partidos 
políticos. Esto se explica porque las democracias se manifiestan 
típicamente como democracias de partidos, y por ello las insti-
tuciones de democracia directa -si es que existen, pues, p. ej., 
Alemania, Bélgica y Holanda carecen de ellas- son únicamente 
complementos plebiscitarios de la libre acción representativa que 
incumbe a los mandatarios del Parlamento. 
Sobre este particular es importante recordar el relevante papel 
que el referéndum ha tenido en la historia más reciente con ocasión 
de hechos como el ingreso de Gran Bretaña en las Comunidades 
Europeas, la ratificación del Acta Unica Europea por Irlanda y 
Dinamarca, la incorporación de España a la OTAN Y el tema del 
divorcio en Italia e Irlanda. 
Por lo que se refiere al parlamentarismo, observamos que, 
mientras en Dinamarca, Grecia, Luxemburgo y Portugal hay una 
sola cámara, otros di versos países se acomodan al modelo 
bicameral. Este se debe en Alemania, Austria y Suiza a la 
estructura federal del Estado, que se refleja en una cámara de 
representación de los países federados. En los restantes casos 
existen segundas cámaras senatoriales, que difieren unas de otras 
en razón de las respectivas competencias y los procedimientos para 
designación de sus componentes. A diferencia de Italia, que da 
igual peso político a las dos cámaras, en la gran mayoría de los 
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casos el segundo cuerpo representativo presenta una figura 
institucional más débil. 
A semejanza de esa diversidad en cuanto a relaciones entre las 
cámaras parlamentarias, también hay disparidades por lo que se 
refiere a las que se dan entre el Parlamento, de una parte, y de otra 
el Jefe del Estado o el Gobierno. Son diferentes los grados de 
densidad de los sistemas de gobierno parlamentarios o de tipo más 
o menos presidencial, así como, en su caso, los componentes 
monárquicos. Son dignos de mención especialmente el voto de 
censura constructivo que existe en Alemania (art. 65) y España 
(art. 113) y el minucioso tratamiento que la Constitución de Grecia 
dedica a la formación del Gobierno. 
Dado que incluso en las democracias parlamentarias la gran 
mayoría de las leyes proceden de proyectos presentados por el 
Gobierno, éste es general el gran motor de la política interior y la 
exterior. A él incumbe fijar los objetivos concretos de gobierno y 
preparar los presupuestos, en cuya aprobación se deja al Parla-
mento un cierto grado de colaboración. Acerca de esto último, 
merece destacarse la importancia del informe del Gobierno y el 
discurso de presentación del proyecto, pese a que no revistan 
significado normativo. Esto da ocasión en Austria para que el 
Presidente Federal dirija la palabra al Parlamento. 
Con la conformidad del Parlamento, el Gobierno determina y 
dirige la política económica, social y cultural, tanto si los 
correspondientes fines y objetivos están, como si no, fijados en la 
Constitución por 10 que se refiere al tiempo y al espacio. Salvo en 
la Constitución portuguesa, que incluso en su texto revisado 
prescribe un orden económico y social de tipo socialista, las 
disposiciones del Derecho Constitucional dejan vías libres para la 
determinación de ese conjunto de relaciones, pero siempre en el 
marco de las orientaciones y los límites que resulten de los 
derechos fundamentales. Serán cada Gobierno y cada Parlamento 
concretos quienes, en tal sentido, manifiesten la visión particular, 
explícita o implícita, que tengan de la tarea que les concierne de 
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servir al bien común. Procediendo de ese modo, atenderán no 
solamente al bien interno del Estado, sino también al beneficio de 
la Comunidad de los pueblos. Esta es la doble visión que ya 
recomendaran aquellas dos figuras de teólogos morales de la 
Escuela de Salamanca llamados Francisco de Vitoria y Francisco 
Suárez. 
A partir de la Revolución Francesa, son caracterizadas las 
Constituciones como precipitados muy singulares de la soberanía 
del Estado y la autodeterminación de la nación. Se encuentra en 
ellas comúnmente proclamada la tesis de que el pueblo es la fuente 
del Derecho; pero también es hoy normal que manifiesten un 
compromiso ante la Comunidad internacional y reconozcan los 
deberes provenientes del Derecho que la rige. En relación con este 
punto, merecen mencionarse especialmente Alemania (art. 25), 
Grecia (arts. 2 y 28), Italia (art. 10), Holanda (art. 90), Austria 
(art. 9) y Portugal (arts. 7 y 8). En buen número de casos hay 
también en los textos de las Constituciones cláusulas relativas a 
una posible transferencia de poderes internos en favor de 
organizaciones internacionales, y propicias por ello a una creciente 
integración europea. 
IV. NUEVAS TENDENCIAS EN EL ÁMBITO CONSTITUCIONAL 
1. Generalización del Estado democrático de Derecho 
Si, para terminar, queremos ofrecer de modo compendioso una 
impresión respecto a las Constituciones de la posguerra en el 
muestrario de países que hemos considerado, y ello atendiendo 
conjuntamente a los valores y principios fundamentales que siguen 
informándolas y a sus líneas evolutivas, hemos de resaltar ante 
todo lo siguiente: que en todos esos países rige la idea del Estado 
democrático de Derecho. Esto es así con total independencia de que 
la forma del Estado sea unitaria, federal o de descentralización 
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regional, e igualmente de que la forma de gobierno sea republicana 
o monárquica. Y no es menos indudable por el hecho de que, 
mientras unas Constituciones, como la de Polonia (art. 12), 
formulen literalmente la idea, existan otras, como la de Austria, 
que no 10 hacen. 
Implica ese concepto la existencia del derecho democrático de 
voto; la división de poderes entre el Parlamento, el Gobierno con 
su Administración, y los Tribunales, así como las funciones 
legislativa y de control del Parlamento, que llevan anejos en 
ocasiones derechos parlamentarios especiales para las minorías. 
Otras características del Estado democrático de Derecho son 
éstas: la subordinación de todas las funciones ejecutivas, y 
especialmente las administrativas, a las leyes; la responsabilidad 
ministerial; la independencia de los jueces; la fiscalización política, 
jurídica y económica de todos los actos del Estado, principalmente 
por medio de las jurisdicciones constitucional y administrativa, así 
como a través de órganos de control de la contabilidad y la gestión 
financiera públicas como el Tribunal de Cuentas en Austria y la 
Cámara Suprema de Control en Polonia. 
y no deben faltar unas palabras alusivas a la adopción de la 
figura institucional del ombudsman, que en el ámbito jurídico 
escandinavo ha servido para hacer las veces de la jurisdicción de 
Derecho público, y aun las funciones del Tribunal Administrativo y 
el Derecho de procedimiento administrativo. Países como España, 
Polonia y Austria han introducido esa figura con funciones de 
tutela jurídica complementaria y planteamiento de recursos. 
2. Problemas de nuestro tiempo 
Importante es señalar, en relación con lo anterior, que, a 
consecuencia del incremento en las tareas del Estado y la 
vinculación de todas sus acciones por las leyes, el aumento 
inevitable del caudal legislativo ha redundado en un menor 
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conocimiento del Derecho por los ciudadanos y una merma de la 
seguridad jurídica de los mismos. Esta inseguridad se explica por 
el constante crecimiento del número de leyes, 10 complejo de las 
materias reguladas y las dificultades que presenta el lenguaje 
utilizado en los textos. A ello viene a sumarse, de modo para-
dójico, el hecho de que el hombre de nuestros días, envuelto como 
está en seguridades exteriores, se siente cada día más inseguro 
internamente. Y, a pesar de que haya tantos partidos y grupos de 
intereses, ese hombre se considera malamente representado en el 
Estado y, por tanto, sólo mínimamente integrado en la vida 
pública. 
De aquí viene el tan frecuente y progresivo decrecimiento en los 
índices de participació,n electoral, así como la aparición de nuevos 
agrupamientos partidistas que pretenden ser en ocasiones los 
actores de una coreografía alternativa: tal el caso de los "verdes", 
que afinnan y reclaman una legitimación en la causa a favor del 
medio ambiente. 
Lo anterior se redobla en ciertos casos con un auge renacido de 
las instituciones de democracia directa: propuestas de ciudadanos, 
referéndum decisorio o consultivo e iniciativa popular. Es cierto 
que estas prácticas son compatibles con el sistema de gobierno 
parlamentario en cuanto vienen solamente a completarlo; pero, 
cuando se quiere con ellas suplantarlo, lo que sigue es, en lugar de 
una mayor democratización, el peligro de un deslizamiento hacia el 
jacobinismo. Lo que importa mayormente es atender al equilibrio, 
a la compatibilidad entre los principios constitucionales y las 
restantes pautas directivas de la Constitución . . 
3. Valor y riesgos de la descentralización polftica 
Esto se debe referir, sin duda alguna, también al principio de 
estructura federal. Es evidente que, mientras a unos Estados es 
idónea la forma unitaria, otros encuentran su modelo conveniente 
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en la federal: Alemania, Austria, Suiza, etc. Pero existen igual-
mente los descentralizados por regiones -España e Italia-, e 
incluso se da el caso de Bélgica, que ha optado por un propio 
modelo entre regionalista y federal. En cualquier caso, 10 que 
importa mayormente es procurar que ni el federalismo ni el 
regionalismo degeneren en particularismos, y menos todavía en 
separatismos. Lo deseable es integrar 10 plural en una superior 
unidad, como vía por la que puedan incluso resolverse los 
problemas de origen étnico. 
De acuerdo con tal espíritu, tanto el regionalismo como el 
federalismo prestarán un buen servicio al objetivo de una Europa 
unida: porque la patria común europea habrá de ser una Europa de 
las patrias y nunca un amasijo confuso de elementos políticos. El 
encuentro con Europa no ha de hacerse mediante abdicaciones, 
sino en forma de coordinación de competencias: porque éste será el 
modo de ensamblar la pretendida unidad de nuestro Continente con 
la pluralidad de los pueblos y regiones que hay en él. 
4. Toda al servicio de la persona hwnana 
Ahora bien, todos los objetivos políticos y jurídicos de 
organización a que se ha hecho referencia no han de considerarse 
como fines en sí mismos, sino como designios para servir al 
hombre, de quien la libertad y la dignidad están en el corazón de 
los derechos fundamentales que los Estados reconocen. Poco 
importa en tal sentido que la dignitas humana se halle mencionada 
expresamente o que se infiera de la lista de derechos que aparece en 
el comienzo de la Constitución o en otra parte de la misma. Poco 
importa que los derechos en cuestión aparezcan a veces enlazados 
con deberes fundamentales, o que los de carácter liberal y 
democrático -es decir, los derechos clásicos- se vean acom-
pañados por derechos sociales. Lo que cuenta es que, en la 
formulación de esa pluralidad de derechos fundamentales, que 
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pueden requern del Estado no sólo una abstención, sino a la vez un 
positivo hacer, todos ellos sea fiele~ a una idea común del hombre 
y no den pie para cualquier dirigismo de los hombres del poder. 
Si analizamos bien esos derechos, advertimos que son, en su 
mayoría, reflejos de un antiguo patrimonio intelectual cristiano que 
ha sufrido un proceso de secularización. Esto se nota especial-
mente en relación con el principio de igualdad, cuya raíz intelectual 
se encuentra en la doctrina de que todos los hombres, por igual, 
llevan en sí la imagen de Dios. 
5. Lecciones y esperanzas 
Infortunadamente, no siempre denotan los derechos funda-
mentales esa fuente prepositiva; ni es un hecho común que las 
Constituciones se remitan al Derecho Natural como lo hace 
claramente la Ley Fundamental alemana cuando dice (art. 20,IlI) 
que "la legislación habrá de sujetarse al ordenamiento consti-
tucional, y las funciones ejecutivas y jurisdiccionales estarán 
supeditadas a la Ley y al Derecho". Sin embargo, cuando ocurre 
que la política de un Estado vulnera de una forma continua el 
derecho natural que tiene el hombre a la libertad y la dignidad, el 
pueblo acaba levantándose y, en caso necesario, cambiando por la 
fuerza aquel estado de cosas existente. Nos lo prueban a las claras 
los acontecimientos recientes de Alemania oriental y de la Europa 
del Este. Jóvenes y viejos, trabajadores tanto manuales como 
intelectuales se echaron a la calle para manifestarse, ejercer el 
activismo y, en su caso, sublevarse en pro de sus derechos 
naturales, en defensa de su libertad y su dignidad. Con su 
presencia en las calles y arriesgando las vidas, esos hombres han 
marcado un hito histórico alterando el panorama europeo. 
Políticos, diplomáticos y juristas han venido después a 
corroborar con el Derecho lo que el pueblo había conquistado. A 
tantos hombres valerosos, y entre ellos sobre todo los que 
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hubieron de entregar la propia vida en ese empeño por ganar 
nuevos principios y derechos fundamentales, bien debemos 
dedicar en esta hora un recuerdo emocionado desde la Ciudad 
Eterna. Ellos nos han demostrado, con su vivo testimonio, la 
verdad de lo que dije al comenzar esta disertación: que las Cons-
tituciones, además de regular, tienen que motivar, y que, a la larga, 
las formas de gobierno y el concepto del hombre no podrán 
contradecirse, sino estar en armonía mutuamente. 
Ojalá que, en estas postrimerías del Segundo Milenio de la Era 
Cristiana, pueda ese pensamiento comprobado servir como 
fecunda instrucción para el futuTO. 
